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Recopilamos y resumimos las novedades más relevantes de la práctica de derecho 
tributario (sentencias, resoluciones de los tribunales económico-administrativos y de 
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Sentencia destacada 

La normativa de operaciones vinculadas no permite 
rechazar la deducibilidad de gastos laborales de 
reestructuración 
 

 

 

 

 

 

 

Según el tribunal, esta normativa se ocupa, precisamente, de regular la valoración 
de las operaciones vinculadas, por lo que no puede servir de base para concluir 
que los gastos derivados de una regularización decidida por el grupo no son 
deducibles, si dichos gastos surgen de relaciones con terceros, como pueden ser 
los empleados a los que se despide e indemniza. 

 

El Tribunal Supremo ha dictado una sentencia muy relevante en materia de operaciones vinculadas. 
Se trata de la sentencia 631/2026 de 25 de mayo de 2026, que casa y anula la sentencia recurrida, de 
la Audiencia Nacional, en el punto relativo a la deducibilidad de los costes de reestructuración derivados 
del cierre de determinadas plantas de producción en España. El caso analizado es el de una filial 
española de un grupo multinacional que había cerrado dichas plantas. Esta filial tenía un perfil funcional, 
dentro del grupo, de fabricante de bajo riesgo. Con motivo de dicho cierre, la entidad española había 
soportado gastos, entre ellos los derivados de los despidos, cuya deducibilidad fue rechazada por la 
Inspección tributaria. En concreto, la Administración sostenía que, dado el perfil funcional de la filial 
(cuyo único cliente era el grupo), en condiciones de plena competencia se habría previsto una 
compensación o indemnización por la terminación del contrato de fabricación. Al no hacerlo, rechazó 
la deducibilidad de los gastos. La Audiencia Nacional concluyó afirmando que los costes de cierre de 
las fábricas no debían ser asumidos por la entidad fabricante española, sino por el grupo, al entender 
que el cierre respondía a una estrategia de grupo de traslado de la producción a países de bajo coste. 

El Tribunal Supremo reformula el debate y entiende que la cuestión previa no es tanto si el grupo tomó 
la decisión estratégica de cierre, sino si la normativa española en materia de precios de transferencia 
se puede utilizar para negar la deducibilidad de los gastos en cuestión. Su conclusión es contundente: 
el artículo 16 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades vigente en aquel momento 
(actual artículo 18 de la ley) regula las operaciones vinculadas, por lo que no se puede aplicar a 
relaciones jurídicas con terceros que no son partes vinculadas. Además, las Directrices de precios de 
transferencia de la OCDE no se pueden utilizar tampoco de forma autónoma para negar la deducción 
del gasto si no existe una operación vinculada sobre la que aplicar una regla de valoración establecida 
para este tipo de operaciones. En palabras del tribunal, acudir a las directrices presupone que nos 
encontremos ante operaciones vinculadas. 

Siguiendo este razonamiento, el tribunal concluye que se debe entender que los gastos incurridos en 
este caso eran deducibles. Además de no tener causa directa en una operación vinculada, se trata de 
gastos derivados de despidos colectivos validados por las autoridades laborales competentes, 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/fdc2ab715f154f20a0a8778d75e36f0d/20260618
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satisfechos por la entidad española y registrados contablemente por ésta en los ejercicios 
correspondientes, por lo que cumplen los requisitos de deducibilidad, sin que haya ningún obstáculo 
legal que impida su deducción fiscal.  

En definitiva, el tribunal critica que la Administración, bajo la apariencia de un ajuste de operaciones 
vinculadas, haya alterado los elementos subjetivos y objetivos de relaciones jurídicas con terceros. 
Según el tribunal, si la Administración pretendía reconstruir o recalificar relaciones jurídicas con 
terceros, debió acudir, en su caso, a las cláusulas generales de los artículos 13, 15 y 16 de la LGT. 
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Procedimiento                                                            
tributario 

 
 

El retraso en la ejecución de 
sentencias excluye el devengo de 
intereses de demora para el 
contribuyente desde el 
incumplimiento del plazo  

Tribunal Supremo. Sentencia de 18 de junio de 
2026 

El Tribunal Supremo concluye que el transcurso 
de los dos meses previsto en el artículo 104.1 
de la Ley de la Jurisdicción contencioso-
administrativa (LJCA) carece de efectos 
invalidantes respecto del acto dictado por la 
Administración en ejecución de sentencia, al no 
existir un plazo legal de ejecución con 
consecuencias anulatorias. No obstante, 
cuando dicho plazo se incumple sin que el acto 
haya sido notificado al interesado, el retraso 
constituye una irregularidad cuya consecuencia 
es la interrupción del devengo de intereses de 
demora en perjuicio del contribuyente desde el 
momento en que se produce el incumplimiento. 

El tribunal que revisa una 
liquidación o sanción puede 
analizar la licitud de las pruebas 
obtenidas en una entrada 
domiciliaria, aunque esta hubiera 
sido autorizada judicialmente  

Tribunal Supremo. Sentencias de 9 de junio y 
11 de junio de 2026 

Según el Tribunal Supremo, el órgano 
jurisdiccional que conoce del recurso contra 
una liquidación o sanción puede examinar la 
licitud de la prueba obtenida en una entrada y 
registro domiciliario, incluso cuando dicha 
entrada haya sido autorizada previamente por 
resolución judicial firme. El procedimiento de 
autorización de entrada tiene un carácter 

limitado y sumario (centrado en verificar la 
necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la 
medida), mientras que el proceso posterior en 
el que se enjuicia la liquidación o la sanción 
permite un control pleno de la actuación 
administrativa. Por ello, la autorización judicial 
no produce efectos de cosa juzgada que 
impidan revisar la legalidad de la prueba 
obtenida. Además, el juicio sobre la 
proporcionalidad de la entrada se puede 
realizar con base en una valoración completa 
de los hechos, incluso teniendo en cuenta 
circunstancias posteriores, si ello permite 
apreciar que la autorización se basó en datos 
inexistentes o inexactos. 

La Audiencia Nacional es el 
órgano competente para conocer 
de los recursos contra 
resoluciones del TEAC en 
materia de IVA 

Tribunal Supremo. Autos de 9 de junio de 
2026 (cuestiones de competencia 10/2026, 
13/2026 y 15/2026) 

El Tribunal Supremo ha resuelto varias 
cuestiones de competencia planteadas tras la 
negativa de la Audiencia Nacional y de distintos 
tribunales superiores de justicia a admitir 
recursos contencioso-administrativos 
interpuestos contra resoluciones del TEAC en 
materia de IVA. La Audiencia Nacional 
argumentaba que el IVA es un tributo cedido y, 
por tanto, la competencia correspondía a los 
tribunales superiores de justicia, mientras que 
estos últimos se declaraban incompetentes por 
entender lo contrario. El Tribunal Supremo 
aclara que el IVA no es un tributo cedido a los 
efectos del artículo 10.1.e) de la LJCA. Por ello, 
la competencia para conocer de los recursos 
contra resoluciones del TEAC en materia de 
IVA corresponde a la Audiencia Nacional 
(artículo 11.1.d). 
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La Administración no puede 
dictar una resolución 
extemporánea contraria a una 
sentencia firme  

Tribunal Supremo. Sentencia de 8 de junio de 
2026 

El Tribunal Supremo afirma que, una vez 
dictada una sentencia firme en un proceso 
iniciado por silencio administrativo, la 
Administración queda vinculada por lo resuelto 
en sede judicial, sin que pueda dictar después 
una resolución expresa que contradiga el 
sentido del fallo. El tribunal fundamenta esta 
conclusión en la “intangibilidad” de la cosa 
juzgada y en el derecho a la tutela judicial 
efectiva, que exige el cumplimiento de lo 
decidido “a puro y debido efecto”. 

La utilización de una sociedad 
profesional instrumental no 
determina por sí sola la 
existencia de una infracción muy 
grave  

Tribunal Supremo. Sentencia de 4 de junio de 
2026 

La Inspección regularizó la situación tributaria 
de un profesional al apreciar la existencia de 
simulación en la utilización de una sociedad 
carente de medios materiales y personales 
suficientes, imputándole directamente las 
rentas obtenidas a través de dicha entidad. 
Además, le impuso una sanción por dejar de 
ingresar la deuda tributaria, calificando la 
infracción como muy grave por entender que 
concurrían medios fraudulentos consistentes 
en la utilización de una entidad interpuesta. El 
Tribunal Supremo concluye que la simulación y 
la existencia de una sociedad interpuesta no 
implican necesariamente la ocultación de 
identidad exigida por el artículo 184.3.c) de la 
LGT. En particular, señala que no se puede 
apreciar automáticamente una ocultación de 
identidad cuando el socio y la sociedad son 
perfectamente identificables y las rentas 
obtenidas han sido objeto de declaración, 
aunque posteriormente la regularización 
determine su imputación directa al socio 
persona física. Por ello, la calificación de la 
sanción como muy grave exige una motivación 

y una acreditación suficientes de que, 
atendiendo a las circunstancias concretas del 
caso, la sociedad interpuesta fue utilizada para 
ocultar la identidad del socio profesional y 
dificultar la actuación administrativa. 

Las actuaciones de 
comprobación con la sociedad 
absorbida interrumpen la 
prescripción del derecho a la 
devolución de la absorbente, si 
hay identidad de tributo y 
periodo  

Tribunal Supremo. Sentencia de 29 de mayo de 
2026 

El Tribunal Supremo concluye que la 
tramitación por la Administración Tributaria de 
un procedimiento de gestión o de inspección 
dirigido a verificar las obligaciones tributarias de 
una sociedad absorbida y comunicado a la 
absorbente interrumpe la prescripción del 
derecho a obtener devoluciones en sede de 
esta última, siempre que el procedimiento 
seguido respecto de la absorbida se refiera al 
mismo impuesto y ejercicio para el que la 
absorbente había solicitado la devolución. 

El órgano judicial puede acordar 
la revocación de actos 
administrativos sin ordenar la 
retroacción de actuaciones 

Tribunal Supremo. Sentencia de 28 de mayo de 
2026 

El Tribunal Supremo afirma que el órgano 
jurisdiccional que conoce de un recurso contra 
la decisión de la Administración de no iniciar un 
procedimiento de revocación se puede 
pronunciar directamente sobre el fondo del 
asunto y acordar la revocación, sin necesidad 
de ordenar la retroacción, siempre que 
disponga de los datos y pruebas necesarios 
para ello, circunstancias que deberá apreciar y 
motivar en cada caso. 

 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0d500166da3c61d5a0a8778d75e36f0d/20260626
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0d500166da3c61d5a0a8778d75e36f0d/20260626
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/bff4920067be2ffaa0a8778d75e36f0d/20260625
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/bff4920067be2ffaa0a8778d75e36f0d/20260625
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0a918bfa964548bea0a8778d75e36f0d/20260611
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0a918bfa964548bea0a8778d75e36f0d/20260611
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/6a6c62f5f28a25a2a0a8778d75e36f0d/20260611
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/6a6c62f5f28a25a2a0a8778d75e36f0d/20260611


 
Junio de 2026 

 

 

6 

No es necesario conceder un 
nuevo trámite de audiencia si la 
sanción coincide con la 
propuesta inicialmente notificada  

Tribunal Supremo. Sentencia de 18 de mayo de 
2026 

El Tribunal Supremo establece que, en los 
procedimientos sancionadores abreviados 
iniciados antes de que se dicte la liquidación, 
no es necesario emitir una nueva propuesta de 
sanción ni conceder otro trámite de audiencia 
cuando la resolución sancionadora reproduzca 
íntegramente la propuesta notificada 
inicialmente al interesado. Según el tribunal, el 
derecho de defensa se satisface con esa 
notificación inicial y el correspondiente trámite 
de alegaciones, incluso cuando la propuesta se 
formule antes de emitir la liquidación. Solo será 
exigible un nuevo trámite de audiencia cuando 
la liquidación modifique los elementos 
esenciales (hechos, calificación jurídica o 
cuantía de la sanción), dado que ello requerirá 
ajustar la propuesta sancionadora. 

El TEAC fija nuevos criterios 
sobre derivaciones de 
responsabilidad 

Tribunal Económico-Administrativo Central. 
Resoluciones de 14 y 30 de abril de 2026 
(5937/2022, 7417/2022, 8087/2022, 9078/2022 
y 4927/2022) 

En estas nuevas resoluciones sobre 
derivaciones de responsabilidad, el TEAC ha 
concluido del siguiente modo:  

a. Responsabilidad solidaria del pago de 
deudas tributarias por contribuir a 
ocultar bienes del deudor (artículo 42.2 
a) de la LGT):  

• Esta responsabilidad se puede 
reducir, cuando se trate de inmuebles 
gravados por hipoteca, por la carga 
hipotecaria pendiente, pero solo si el 
adquirente asume dicha deuda. 

• De acuerdo con la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo (newsletter de 
noviembre de 2021) en estos casos se 

puede derivar la responsabilidad por 
una sanción que no sea firme, aunque 
no pueda ser exigida al responsable 
mientras esté suspendida. No 
obstante, el TEAC matiza que ello no 
puede afectar al dies a quo de la 
prescripción para declarar la 
responsabilidad, que se sitúa en el 
momento en que se producen los 
hechos constitutivos del presupuesto 
de la responsabilidad (en este caso, la 
ocultación).  

b. Ingreso de la deuda tributaria por uno 
de los responsables solidarios: el 
tribunal analiza si, tras la anulación del 
acuerdo de derivación de 
responsabilidad dictado respecto de un 
responsable solidario (que ingresó la 
deuda), es procedente la exigencia de la 
deuda al otro responsable. Según el 
tribunal, como el acuerdo de derivación 
respecto al primer responsable fue 
anulado, dicha derivación (incluyendo el 
ingreso realizado por ese primer 
responsable) perdió eficacia. Por tanto, 
la Administración puede exigir toda la 
deuda al segundo responsable. No 
obstante, matiza que, a efectos del 
cómputo de intereses, se debe aplicar el 
límite del artículo 240.2 de la LGT, que 
permite la suspensión del devengo de 
intereses transcurrido un año desde que 
se interpuso la reclamación, incluso 
cuando no haya existido la suspensión 
formal de la deuda exigida por dicho 
precepto por haber sido ingresada por 
otro responsable. 

c. Imposibilidad de sucesión en la 
responsabilidad subsidiaria: la 
naturaleza sancionadora de la 
responsabilidad subsidiaria de los 
administradores que posibiliten o 
consientan la comisión de infracciones 
tributarias por la entidad administrada 
(artículo 43.1.a) de la LGT) impide su 
transmisión a herederos o legatarios, 
con independencia de cuándo se 
notificó el acuerdo de derivación. 
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El plazo mínimo de seis meses 
para la finalización de la 
inspección tras una retroacción 
no es aplicable cuando esta se 
acuerda en el marco de un 
recurso de reposición 

Tribunal Económico-Administrativo Central. 
Resolución de 28 de abril de 2026 

El artículo 150.7 de la LGT establece un plazo 
mínimo de seis meses para la finalización de 

los procedimientos de inspección cuando, por 
una resolución judicial o económico-
administrativa, se hubiere ordenado la 
retroacción de actuaciones. El TEAC establece 
que dicho plazo mínimo no es aplicable cuando 
la retroacción se acuerda en la resolución de un 
recurso de reposición. En estos casos, la 
Inspección deberá finalizar las actuaciones 
dentro del plazo que restara en el momento en 
que se produjo el defecto que motivó la 
retroacción, aunque sea inferior a seis meses. 
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Impuesto sobre                                                          
Sociedades e IRNR 

 
 

Los ‘juros sobre o capital 
próprio’ están exentos conforme 
al convenio de doble imposición 
España-Brasil 

Tribunal Supremo. Providencia de 24 de junio 
de 2026 

En un asunto cuya dirección letrada ha llevado 
Garrigues, el Tribunal Supremo ha inadmitido el 
recurso de casación de la Abogacía del Estado 
frente a la sentencia de la Audiencia Nacional 
relativa a los “juros sobre o capital próprio”; lo 
que consolida la doctrina favorable a la 
aplicación a estas rentas de la exención del 
artículo 23.3 del convenio para evitar la doble 
imposición entre España y Brasil. En nuestra 
publicación de 25 de junio de 2026 se resume 
esta providencia y sus efectos. 

Las participaciones preferentes 
son pasivos financieros cuando 
su retribución es obligatoria  

Tribunal Supremo. Sentencia de 18 de junio de 
2026 

El Tribunal Supremo concluye que las 
participaciones preferentes emitidas por una 
filial íntegramente participada se deben calificar 
como pasivos financieros (y no como 
instrumentos de patrimonio) cuando la 
retribución no depende de la libre voluntad de 
la entidad emisora, sino que deriva de una 
obligación contractual de remuneración o 
reembolso. En particular, esto ocurre cuando 
las participaciones preferentes llevan 
incorporada la obligatoriedad en la 
remuneración por contrato.  

La calificación deberá atender a las 
circunstancias concretas de cada emisión.  

Son deducibles los gastos 
asociados a activos no afectos a 
la actividad cuando generan 
ingresos  

Tribunal Supremo. Sentencia de 26 de mayo de 
2026 

La Administración rechazó la deducibilidad de 
gastos vinculados a un elemento patrimonial no 
afecto, al entender que no guardaban relación 
con la actividad principal de la sociedad. El 
Tribunal Supremo concluye que, con 
independencia de las consecuencias 
mercantiles derivadas de la realización de 
actividades no acordes al objeto social, es 
posible que una entidad desarrolle actividades 
empresariales distintas de las que están 
previstas en dicho objeto o de su actividad 
empresarial principal sin que, por este motivo 
exclusivamente, se pueda rechazar la 
deducibilidad de sus gastos. Si los gastos están 
relacionados con ingresos declarados, se 
deberá reconocer su deducibilidad. 

La devolución de tributos 
indebidamente satisfechos en 
ejercicios anteriores se integra 
como ingreso en el ejercicio en 
que nace el derecho a la 
devolución 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V1146-26, de 20 de mayo  

Partiendo del criterio de la consulta 4 del 
BOICAC número 64, la DGT concluye que la 
devolución de impuestos indebidamente 
satisfechos obliga al reconocimiento de un 
ingreso contable en el momento en que el 
derecho a la devolución es exigible, sin que 
proceda rectificar la contabilización efectuada 
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en ejercicios anteriores.  Por tanto, si, por 
ejemplo (como en el caso analizado en la 
resolución) se reconoce en 2023 una 
devolución de cuotas indebidamente 
satisfechas de IBI, el ingreso se deberá integrar 
en la base imponible del Impuesto sobre 
Sociedades de dicho período impositivo, sin 
que proceda la rectificación de las 
autoliquidaciones de los ejercicios en que las 
cuotas del IBI fueron satisfechas y deducidas 
inicialmente, siempre que, en dichos períodos, 
los gastos hubieran cumplido las condiciones 
legalmente establecidas para su deducibilidad. 

El incumplimiento de requisitos 
mercantiles no convierte la 
retribución de administradores 
en un gasto no deducible  

Tribunal Supremo. Sentencia de 18 de mayo de 
2026 

El Tribunal Supremo reitera que el gasto por 
retribuciones de administradores es deducible 
cuando esté debidamente contabilizado y 
justificado y responda a servicios efectivamente 
prestados. El mero incumplimiento de 
requisitos formales mercantiles no permite 
calificarlo de liberalidad ni tampoco de gasto 
derivado de actuaciones contrarias al 
ordenamiento jurídico, dado que la mención 
legal a dichas actuaciones se refiere a 
conductas graves como sobornos u otras 
actuaciones ilícitas relevantes, no a meros 
incumplimientos formales. 

La pérdida de valor irreversible 
de un óleo indebidamente 
atribuido a un pintor renombrado 
es fiscalmente deducible 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V1074-26, de 14 de mayo  

La sociedad consultante, dedicada a la 
compraventa de obras de arte, adquirió un óleo 
atribuido a Goya. Tras un proceso judicial se 
dictaminó que la obra no se podía atribuir a 
dicho pintor, siendo su valor muy inferior al 
precio de compra. Tras solicitar informe al 
ICAC, la DGT concluye que el óleo tiene la 
consideración contable de existencias, al estar 
vinculado a la actividad ordinaria de 

compraventa de obras de arte de la entidad. En 
este caso, al existir una diferencia muy evidente 
entre el precio de adquisición y el valor neto 
realizable, se ha de registrar contablemente 
una pérdida irreversible, que será deducible si 
queda debidamente acreditada. 

La regularización de las 
aportaciones de participaciones 
por personas físicas a entidades 
‘holding’ debe tener en cuenta si 
ha habido reinversiones y evitar 
situaciones de sobreimposición 

Tribunal Económico-Administrativo Central. 
Resoluciones de 8 de mayo de 2026 
(5163/2025 y 2211/2024) 

En estas resoluciones se abordan operaciones 
de aportación por personas físicas de 
participaciones de sociedades operativas con 
beneficios acumulados a sociedades holding de 
nueva creación o reciente constitución, con 
acogimiento al régimen de neutralidad fiscal. En 
ambos casos, la Inspección denegó la 
aplicación del régimen por considerar que las 
operaciones carecían de motivos económicos 
válidos y tenían como finalidad principal la 
obtención de una ventaja fiscal abusiva 
(consistente en que los dividendos distribuidos 
por las sociedades aportadas pasaban sin 
tributación efectiva a las sociedades holding), 
regularizando la ganancia patrimonial diferida 
en la aportación. El TEAC consolida la doctrina 
ya sentada en resoluciones previas de limitar la 
regularización solo a la ventaja fiscal, 
añadiendo varios criterios de especial interés 
en relación con los efectos de dicha 
regularización: 

a. Reinversiones en actividades 
empresariales: 

i. Se entenderá que se ha reinvertido en 
actividades empresariales si se 
cumplen los requisitos establecidos 
en el régimen de empresa familiar en 
el Impuesto sobre el Patrimonio. 

ii. Se considerarán reinvertidos en 
actividades económicas, en primer 
lugar, los fondos afectados por la 
regularización administrativa. 
Además, si los fondos son obtenidos 
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en varios ejercicios, la imputación a 
las reinversiones se debe realizar 
atendiendo al orden temporal de la 
percepción de estos fondos. 

iii. El importe de las reinversiones en 
actividades económicas reduce la 
base de la consumación del abuso, 
pero computando solo las 
reinversiones realizadas antes del 
inicio de las actuaciones inspectoras. 
No obstante, se podrán tener en 
cuenta circunstancias excepcionales, 
como la recepción de dividendos por 
la sociedad holding en fechas muy 
cercanas al inicio del procedimiento 
de comprobación, de modo 
imprevisto, cuando el contribuyente 
no tiene poder de decisión en la 
sociedad operativa que los repartió. 

b. Mecanismos para evitar sobreimposición 

i. Los dividendos que la holding haya 
repartido a la persona física y por los 
que ésta ya haya tributado en el IRPF 
se deben descontar del importe de la 
ganancia patrimonial a imputar, para 
evitar una doble tributación 
económica. 

ii. Si se liquidó previamente, en el marco 
de una inspección, al socio persona 
física cuando la sociedad holding 
recibió, sin tributar, los dividendos 
procedentes de la sociedad operativa, 
se entenderá que ya se ha corregido 
el abuso, por lo que los posteriores 
repartos de dividendos en favor del 
socio con cargo a recursos que fueron 
objeto de regularización no se deben 
someter de nuevo a imposición en 
sede de dicha persona física.  

iii. El valor de adquisición de las 
acciones de la holding se debe ajustar 
con la regularización (mayor coste de 
la participación), pero considerando el 
importe de los dividendos repartidos 
al socio que no deban tributar en su 
IRPF (menor coste de la 
participación), para evitar la 
generación de minusvalías ficticias. 

c. Exención por la transmisión de las 
participaciones aportadas: La limitación en 
la aplicación de la exención prevista para 
el caso de transmisiones de 
participaciones previamente aportadas a 
sociedades bajo el régimen de neutralidad 
fiscal por socios personas físicas (artículo 
21.4.b) de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades) es compatible con la cláusula 
antiabuso del artículo 89.2 de la ley, de 
modo que la materialización del abuso se 
mediría una vez superado “el período de 
carencia” de dos años que establece el 
referido precepto. 

Finalmente, el TEAC aclara que, dado que la 
aplicación del régimen de neutralidad fiscal es 
de carácter general, no es necesario que las 
actuaciones de comprobación e investigación 
se hayan realizado en sede de la sociedad.  

La Agencia Tributaria no puede 
revisar la calificación de los 
proyectos de IT efectuada por el 
Ministerio de Economía en los 
informes motivados vinculantes 

Audiencia Nacional. Sentencia de 24 de abril de 
2026  

La Inspección regularizó la deducción de 
innovación tecnológica (IT) de una entidad, tras 
concluir que la mayor parte de los gastos en 
relación con dos proyectos de desarrollo de 
software no encajaban en los conceptos de 
diseño industrial e ingeniería de procesos de 
producción, a pesar de que los proyectos 
habían sido reconocidos como IT por el 
Ministerio de Economía a través de informes 
motivados vinculantes. La Audiencia Nacional 
concluye que la Agencia Tributaria podía 
revisar el importe de la deducción, pero no 
alterar la calificación certificada de los 
proyectos y, al hacerlo, vulneró el artículo 35.4 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades y la 
doctrina del Tribunal Supremo sobre los 
principios de Administración única y vinculación 
a sus actos propios. 
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El dividendo distribuido para 
cancelar un préstamo se 
beneficia de la exención 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0866-26, de 21 de abril  

Una sociedad recibió un préstamo de una filial 
de la que era socio único desde su constitución. 
Se plantea la posibilidad de que la filial reparta 
un dividendo con cargo a reservas para 
cancelar la deuda y, a continuación, liquidar la 
filial. La DGT señala, con apoyo en un informe 
del ICAC, que es necesario analizar 
previamente si el desplazamiento patrimonial 
original reúne las condiciones para que se 
entienda que existe un préstamo genuino, 
atendiendo a la fecha de vencimiento, tipo de 
interés y flujos de efectivo. Partiendo de esa 
premisa, el dividendo se reconocerá como 
ingreso en la cuenta de pérdidas y ganancias 
de la matriz y se podrá acoger a la exención del 
artículo 21 de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades. 

Los ingresos y gastos derivados 
de coberturas de contratos PPA 
sobre el precio de la electricidad 
no están sujetos al límite de 
deducibilidad de gastos 
financieros 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0864-26, de 21 de abril  

Un grupo productor de energía renovable ha 
suscrito contratos de compra de energía (PPA) 
sintéticos que funcionan como coberturas 
financieras frente a la fluctuación del precio de 
la electricidad. Las ineficacias de dichas 
coberturas generan ingresos y gastos que se 
registran contablemente como financieros. La 
DGT concluye que, en la medida en que los 
contratos PPA se califiquen y registren como 
instrumentos derivados de cobertura del riesgo 
de precio de la electricidad, los ingresos y 
gastos financieros derivados de ellos no 
quedan sometidos a la limitación a la 
deducibilidad de gastos financieros del artículo 
16 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, al 
no traer causa del endeudamiento empresarial, 
sino de la cobertura de un riesgo de precio 

vinculado a un aprovisionamiento necesario 
para el desarrollo de la actividad. 

Las retribuciones extraordinarias 
a empleados y consejeros con 
motivo de la venta de la sociedad 
son deducibles con arreglo al 
principio de devengo 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0813-26, de 13 de abril  

Con motivo de la compraventa de todas las 
acciones de una sociedad, el consejo de 
administración aprobó un bonus extraordinario 
para empleados, una retribución variable 
extraordinaria para un directivo (vinculada a un 
plan de incentivos previo referenciado al valor 
de las acciones) y una retribución extraordinaria 
para determinados consejeros por la 
consecución de los logros marcados por los 
accionistas.   La DGT concluye que el gasto por 
el bonus para empleados y la retribución a los 
consejeros se devenga en el ejercicio en que el 
órgano de administración adoptó el acuerdo y 
es fiscalmente deducible conforme a las reglas 
generales, siempre que cumpla los requisitos 
de inscripción contable, devengo y justificación 
documental. En cambio, la retribución variable 
extraordinaria al directivo, al estar vinculada al 
valor de las acciones y ser liquidada en 
efectivo, será deducible en el período 
impositivo en que se aplique la provisión o se 
destine el gasto a su finalidad. 

El gasto derivado de un plan de 
incentivos a largo plazo liquidado 
en efectivo y basado en el valor 
de instrumentos de patrimonio es 
deducible cuando se aplique la 
provisión 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0812-26, de 13 de abril 

Las entidades de un grupo fiscal han aprobado 
un plan de incentivos a largo plazo dirigido a su 
equipo directivo, incluidos consejeros 
ejecutivos, vinculado al incremento de valor del 
patrimonio neto de la dominante. El plan se 
liquidará en efectivo cuando los socios de la 
dominante transmitan su participación 
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implicando un cambio de control.   Partiendo 
del tratamiento contable, la DGT concluye que, 
como el plan está basado en el valor de 
instrumentos de patrimonio y se liquida en 
efectivo, el gasto asociado a la provisión no es 
deducible cuando se registra contablemente, 
sino en el período en que se aplique a su 
finalidad. La deducibilidad se extiende a la 
retribución de los consejeros ejecutivos, dado 
que se trata de una retribución onerosa 
vinculada al desempeño de sus funciones, en 
línea con la doctrina más reciente del Tribunal 
Supremo. 

Los gastos financieros de 
préstamos intragrupo no son 
deducibles si no se acredita su 
causa, su vinculación con la 
actividad económica y las 
transferencias de fondos 

Audiencia Nacional. Sentencia de 9 de abril de 
2026  

La Administración negó la deducibilidad de los 
gastos financieros derivados de préstamos 
intragrupo, argumentando que la 
documentación soporte no demostraba que los 
préstamos fueran reales y estuvieran 
vinculados (como alegaba la entidad) a la 
adquisición de activos generadores de 
dividendos. La Sala confirma esta conclusión, 
porque los contratos no especificaban la 
finalidad de los préstamos, no se había 
demostrado la transferencia efectiva de fondos 
y, en algunos casos, no se determinaban 
adecuadamente los plazos de devolución.  

La aplicación del tipo del 15% 
para empresas emergentes exige 
que el grupo cumpla todos los 
requisitos del artículo 3 de la Ley 
28/2022 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0786-26, de 8 de abril  

Una sociedad constituida en 2022 ha sido 
certificada por ENISA como empresa 
emergente. Dicha sociedad comparte 
accionariado, recursos, sede y clientes con otra 
entidad vinculada constituida en 2018, con la 

que desarrolla actividades parcialmente 
coincidentes. La DGT entiende que, si la 
entidad tiene la condición de empresa 
emergente inscrita en el Registro Mercantil, 
podrá tributar al 15% en el primer período 
impositivo en que la base imponible resulte 
positiva y en los tres siguientes, siempre que 
mantenga dicha condición; pero si la empresa 
pertenece a un grupo en el sentido del artículo 
42 del Código de Comercio, el grupo o cada una 
de las empresas que lo componen deberá 
cumplir todos los requisitos del artículo 3.1 de 
la Ley 28/2022, de 21 de diciembre. 

El legado recibido por una 
sociedad de su socia mayoritaria 
se integra en la base imponible 
por su valor de mercado 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0767-26, de 7 de abril  

La socia mayoritaria de una sociedad (titular del 
99% del capital) otorga testamento legando a la 
entidad diversos inmuebles y participaciones 
sociales residuales no asignadas a otros 
legatarios. La DGT recuerda que el legado, una 
vez recibido, se registrará en fondos propios 
(cuenta 118), sin generar ingreso contable. No 
obstante, a efectos tributarios, la entidad 
adquirente debe valorar los bienes recibidos 
por su valor de mercado e integrar dicho valor 
en la base imponible del Impuesto sobre 
Sociedades, mediante el oportuno ajuste 
extracontable positivo.  

Además, al recibir inmuebles, la escritura de 
aceptación del legado quedará sujeta a la 
modalidad de AJD (documentos notariales) del 
ITPyAJD. 

Se actualiza la lista de 
jurisdicciones no cooperativas 

El 27 de junio se publicó la Orden 
HAC/649/2026, de 21 de junio, por la que se 
modifica la Orden HFP/115/2023, de 9 de 
febrero, por la que se determinan los países y 
territorios y los regímenes fiscales perjudiciales, 
que tienen la consideración de jurisdicciones no 
cooperativas. En concreto, se suprimen de la 
relación de jurisdicciones no cooperativas (i) 
Barbados, (ii) Dominica, (iii) Gibraltar, (iv) 
Samoa (por lo que respecta al régimen fiscal 
perjudicial -offshore business-), (v) Seychelles 
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y (vi) Trinidad y Tobago; y se incluye a la 
Federación de Rusia, en lo relativo al régimen 
perjudicial de international holding companies. 

La orden entró en vigor el 28 de junio de 2026 
y es aplicable a los tributos sin periodo 
impositivo que se devenguen a partir de esa 
fecha y a aquellos cuyo periodo impositivo se 
inicie en ese momento. No obstante, en 
relación con el referido régimen perjudicial 
incluido, la entrada en vigor se producirá el 28 
de diciembre de 2026, siendo aplicable a los 
tributos sin periodo impositivo que se 
devenguen a partir de dicha fecha y a aquellos 
cuyo periodo impositivo se inicie desde ese 
momento. En relación con los tributos cuyo 
periodo impositivo no hubiera concluido el 28 
de junio de 2026, seguirá siendo de aplicación 
la relación de jurisdicciones no cooperativas y 
regímenes fiscales perjudiciales prevista en la 
Orden HFP/115/2023, de 9 de febrero. 

Se modifican los modelos 210 y 
296  

El 23 de junio se publicó la Orden HAC/623/2026, 
de 12 de junio por la que se modifican las órdenes 
que aprueban los modelos de autoliquidación 
(210, 211 y 213) y retenciones (216 y 296) del 
Impuesto sobre la Renta de No Residentes. Entre 
otras novedades, (i) se modifican el modelo 210, 
con el fin de obtener más información para 
mejorar la comprobación y control de dividendos 
y rentas inmobiliarias, y el modelo 296, para 
mejorar la información sobre valores negociables; 
y (ii) se modifican determinados plazos de 
presentación del modelo 210. En concreto: 

a. Las imputaciones de inmuebles se 
deberán declarar entre el 1 de abril y el 31 
de diciembre del año natural siguiente a la 
fecha de devengo (hasta el 23 de 
diciembre en caso de domiciliación). 

b. Las autoliquidaciones con resultado a 
ingresar por rendimientos de inmuebles 
arrendados o subarrendados (se declaren 
o no de forma agrupada) se deberán 
presentar en los veinte primeros días 
naturales de abril del año siguiente al de 
devengo (del 1 al 15 de abril en caso de 
domiciliación). 

La Orden entró en vigor el 24 de junio de 2026. 
No obstante: (i) el nuevo modelo 296 será 

aplicable por primera vez a las declaraciones 
del ejercicio 2026 que se presentarán en 2027, 
(ii) las modificaciones del modelo 210 se 
aplicarán a las autoliquidaciones que se 
presenten a partir del 1 de enero de 2027 (con 
independencia de la fecha de devengo); y (iii) la 
modificación de los plazos de presentación del 
modelo 210 resultará aplicable:  

◼ Para los devengos de 2026, cuando se 
trate de imputaciones de rentas 
inmobiliarias y de rendimientos del 
arrendamiento o subarrendamiento de 
inmuebles que se declaren de forma 
agrupada. 

◼ Para los devengos del último trimestre 
natural de 2026, cuando se trate de 
rendimientos del arrendamiento o 
subarrendamiento de inmuebles que se 
declaren de forma separada. 

Se comunica la conclusión de los 
procedimientos internos para la 
aplicación del MLI con Argentina 

El artículo 35 del Convenio multilateral para 
aplicar las medidas relacionadas con los 
tratados fiscales para prevenir la erosión de las 
bases imponibles y el traslado de beneficios 
(MLI) establece, en su apartado 7, que las 
partes tienen derecho a ciertas reservas 
(enumeradas en la letra a) de dicho apartado) 
que, según la letra b) del mismo apartado, 
deberán ser notificadas. En concreto, se 
establece que “toda Parte que formule la 
reserva descrita en el subapartado a) 
confirmará haber concluido sus procedimientos 
internos simultáneamente al Depositario y a la 
otra u otras Jurisdicciones contratantes”.  

En el BOE de 12 de junio de 2026 se ha publicado 
la Notificación de España al secretario general de 
la OCDE, como depositario MLI, por la que se 
comunica la confirmación de la conclusión de los 
procedimientos internos para que surtan efecto 
las disposiciones del convenio fiscal con 
Argentina.  

En el Anexo de esta Notificación se incluye un 
listado de todas las notificaciones por las que 
España confirma que ha concluido sus 
procedimientos internos en relación con el 
referido artículo 35.7.b) del MLI. 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/23/pdfs/BOE-A-2026-13573.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/23/pdfs/BOE-A-2026-13573.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/12/pdfs/BOE-A-2026-12709.pdf
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Tributación                                                              
personal 

 
 

La reducción por rentas 
irregulares de actividades 
económicas es independiente de 
la duración del proceso en que el 
abogado ha prestado 
asesoramiento  

Tribunal Supremo. Sentencia de 29 de mayo de 
2026 

El artículo 32.1 de la Ley del IRPF prevé una 
reducción del 30% para los rendimientos de la 
actividad económica generados en más de dos 
años. El Tribunal Supremo concluye que, para 
aplicar esta reducción, no es suficiente que el 
procedimiento en el que se ha asesorado y del 
que deriva la retribución se haya prolongado en 
el tiempo. Se debe distinguir entre la duración 
formal del procedimiento y el periodo en el que 
se desarrollan efectivamente las actuaciones 
que generan el rendimiento.  

La cotización adicional de 
solidaridad es gasto deducible de 
los rendimientos del trabajo 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V1128-26, de 19 de mayo  

La DGT concluye que las cantidades detraídas 
en nómina por el concepto de cotización 
adicional de solidaridad regulada en el artículo 
19 bis del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social tienen la consideración de 
gasto deducible en el IRPF, dado su carácter 
obligatorio.  No se trata de una cotización 
voluntaria ni opcional, sino que se detrae de la 
nómina del trabajador de forma imperativa. 

 

El pago por la empresa del 
seguro médico tras el cese de la 
relación laboral se puede seguir 
beneficiando de la exención de 
IRPF 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V1089-26, de 18 de mayo  

El consultante había extinguido su relación 
laboral por mutuo acuerdo en el marco de un 
Plan de salidas incentivadas.  La 
compensación pactada se percibe de forma 
fraccionada en varios ejercicios.  Además, la 
empresa se compromete a mantener a su cargo 
un seguro médico que cubre al exempleado y a 
los familiares a su cargo que convivan con él.  

La DGT concluye que, al estar ante una 
resolución de mutuo acuerdo y no un despido, 
no es aplicable la exención del artículo 7.e) de 
la Ley del IRPF.  Además, aunque las 
cantidades satisfechas por resolución de mutuo 
acuerdo se califican reglamentariamente como 
rendimientos obtenidos de forma notoriamente 
irregular en el tiempo, en este caso no será 
aplicable este tratamiento porque la 
indemnización no se ha imputado en un único 
período impositivo. Finalmente, afirma que las 
primas al seguro médico no tendrán la 
consideración de rendimiento del trabajo en 
especie si no superan los 500 euros anuales 
por cada asegurado (o 1.500 euros en caso de 
discapacidad), tributando el exceso como 
rendimiento del trabajo en especie. 

 

 

 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/8a110f98dd6f6589a0a8778d75e36f0d/20260611
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/8a110f98dd6f6589a0a8778d75e36f0d/20260611
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1128-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1128-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1089-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1089-26
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La indemnización por finalización 
de un contrato de duración 
determinada de más de dos años 
no está exenta, pero se podrá 
beneficiar de la reducción por 
rentas irregulares 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V1088-26, de 18 de mayo  

El consultante trabajó con un contrato de 
duración determinada de cuatro años y, a su 
finalización, percibió la indemnización prevista 
en el artículo 49.1.c) del Estatuto de los 
Trabajadores, equivalente a doce días de 
salario por año de servicio. Contradiciendo el 
criterio de la Audiencia Nacional en sentencia 
de 17 de julio de 2013, la DGT considera que 
no es aplicable la exención del artículo 7.e) de 
la LIRPF, porque esta exige que la 
indemnización traiga causa de un despido o 
cese del trabajador, y no de la mera expiración 
del tiempo convenido.  No obstante, como la 
indemnización deriva de un contrato de 
duración superior a dos años, resulta aplicable 
la reducción del 30% prevista para 
rendimientos generados en más de dos años. 

La entrega de acciones mediante 
un mecanismo de ‘sell-to-
cover’ se valora por las acciones 
efectivamente entregadas, no por 
las inicialmente previstas 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V1004-26, de 6 de mayo  

El empleado de la filial española de una 
multinacional es beneficiario de Restricted 
Stock Units (RSU) que le otorgan el derecho a 
recibir acciones gratuitas de la matriz. En el 
momento de la entrega de las acciones, se 
ejecuta de forma automática y obligatoria la 
venta de un porcentaje de los títulos mediante 
un mecanismo denominado sell-to-cover, 
destinado a cubrir el ingreso a cuenta.  El 
sobrante, una vez descontado el ingreso a 
cuenta, se abona al empleado a través de 
nómina.   

Según la DGT, como la sociedad no entrega al 
trabajador el número de acciones inicialmente 

previsto, sino un número inferior, el rendimiento 
del trabajo en especie estará integrado por el 
valor de mercado de las acciones 
efectivamente entregadas más el ingreso a 
cuenta correspondiente.  El importe obtenido 
por la venta de las acciones, una vez 
descontado el importe correspondiente al 
ingreso a cuenta, tendrá la consideración de 
rendimiento del trabajo dinerario. 

La cesión de los derechos de 
ahorro energético por una 
comunidad de propietarios 
genera una ganancia patrimonial 
integrable en la base del ahorro 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0969-26, de 29 de abril  

La DGT concluye que la contraprestación 
obtenida por una comunidad de propietarios por 
la cesión de los derechos de ahorro energético 
constituye una ganancia patrimonial derivada 
de una transmisión, que se integra en la base 
imponible del ahorro, resultando indiferente el 
destino que los vecinos den a los importes 
obtenidos. Al ser la comunidad una entidad en 
régimen de atribución de rentas, la ganancia se 
atribuirá a cada comunero en función de su 
coeficiente de participación. Finalmente, al no 
tener la contraprestación la naturaleza de 
subvención, no se deberá descontar de la base 
de la deducción por obras de mejora de 
eficiencia energética. 

El TEAC asume que para que el 
arrendamiento de inmuebles sea 
actividad económica es 
suficiente tener un empleado a 
jornada completa que gestione la 
actividad, sin que quepa exigir 
razonabilidad económica a dicha 
contratación  

Tribunal Económico-Administrativo Central. 
Resolución de 28 de abril de 2026  

Para determinar si el alquiler de inmuebles 
constituye una actividad económica y, por 
tanto, si puede resultar de aplicación la 
exención en el Impuesto sobre el Patrimonio y 
la reducción en el ISD, se debe contar al menos 

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1088-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1088-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1004-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1004-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0969-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0969-26
https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/01773/2025/00/0/1&q=s%3d1%26rs%3d%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f04%2f2026%26fh%3d30%2f04%2f2026%26u%3d00%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
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con una persona empleada a jornada completa 
dedicada a la gestión del arrendamiento.   

El TEAC acude a la sentencia del Tribunal 
Supremo de 14 de julio de 2025 (publicación de 
9 de septiembre de 2025) y concluye que, para 

considerar que existe actividad económica, 
basta con acreditar el cumplimiento de dicho 
requisito, sin que sea necesario justificar la 
contratación desde un punto de vista 
económico ni, por tanto, analizar si la carga de 
trabajo exige contar con dicho empleado. 

La aportación de un certificado 
de residente no habitual en 
Portugal no impide la 
consideración como residente 
fiscal en España  

Tribunal Económico-Administrativo Central. 
Resolución de 20 de abril de 2026  

El TEAC reitera, como ya hizo en sus 
resoluciones de 24 de junio de 2024 (newsletter 
de octubre de 2024), que la aplicación del 
régimen fiscal especial portugués para 
residentes no habituales impide que el 
certificado de residencia fiscal emitido en 
Portugal a efectos del convenio para evitar la 
doble imposición con España habilite para la 
aplicación de dicho convenio. En estos casos 
se deberá atender exclusivamente a lo 
establecido en la normativa nacional a efectos 
de determinar la tributación de las distintas 
fuentes de renta.  

El tribunal no tiene en cuenta lo concluido por 
el Tribunal Supremo en sus sentencias de 8 y 9 
de julio de 2024 (newsletter de julio a 
septiembre de 2024), en las que reiteró que no 
es posible cuestionar la validez de los 
certificados de residencia fiscal emitidos por 
otras autoridades tributarias a efectos de un 
convenio para evitar la doble imposición y que, 
ante una situación de conflicto de residencia, es 
necesario acudir a las normas previstas en el 
convenio. 

 

 

Las distintas clases de 
participaciones de un mismo 
fondo de inversión no son 
valores homogéneos 

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0796-26, de 9 de abril  

La DGT señala que no tendrán la consideración 
de valores homogéneos las distintas clases de 
un mismo compartimento de un fondo de 
inversión extranjero armonizado (con distinto 
ISIN y diferentes comisiones de gestión). Las 
diferentes comisiones de gestión aplicables a 
cada clase de participaciones constituyen un 
elemento sustancial (no accesorio) en la 
determinación de la rentabilidad, al incidir 
directamente en el cálculo del valor liquidativo, 
por lo que no cabe considerar que ambas 
clases tengan un contenido sustancialmente 
similar de derechos y obligaciones. 

Tampoco tendrán tal consideración las 
participaciones de fondos de inversión de 
distintos emisores que replican un mismo índice 
de referencia, al proceder de distintos 
emisores, con independencia de que repliquen 
un mismo índice.  

Los gastos de combustible y 
lavado de vehículos cedidos a 
empleados constituyen una 
retribución en especie autónoma, 
que se valora por el uso efectivo 

Tribunal Económico-Administrativo Central. 
Resolución de 25 de marzo de 2026 

Es criterio reiterado del TEAC que el porcentaje 
de uso privativo derivado de la cesión de 
vehículos a empleados para uso mixto se debe 
determinar conforme al criterio de 
disponibilidad, entendido como el tiempo en 
que el vehículo permanece a disposición del 
empleado fuera de su jornada laboral 
(admitiendo, en cualquier caso, prueba en 
contrario). Ahora matiza que los gastos de 
combustible y lavado de vehículos constituyen 
una retribución en especie separada de la 
cesión del vehículo, que se debe valorar en 
atención al criterio de uso efectivo para fines 
particulares (en lugar de conforme a la mera 
disponibilidad). 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/6f1e0e949fbb02b4a0a8778d75e36f0d/20250723
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/6f1e0e949fbb02b4a0a8778d75e36f0d/20250723
https://blogtributario.garrigues.com/irpf/para-que-el-arrendamiento-de-inmuebles-sea-actividad-economica-es-suficiente-tener-un-empleado-a-jornada-completa-que-gestione-la-actividad
https://blogtributario.garrigues.com/irpf/para-que-el-arrendamiento-de-inmuebles-sea-actividad-economica-es-suficiente-tener-un-empleado-a-jornada-completa-que-gestione-la-actividad
https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/05699/2022/00/0/1&q=s%3d1%26rs%3d%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f04%2f2026%26fh%3d30%2f04%2f2026%26u%3d00%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d3
https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/newsletter-tributario-octubre-2024
https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/newsletter-tributario-octubre-2024
https://www.garrigues.com/sites/default/files/noticias/files/newsletter-tributario-julio-a-septiembre-de-2024.pdf
https://www.garrigues.com/sites/default/files/noticias/files/newsletter-tributario-julio-a-septiembre-de-2024.pdf
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0796-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0796-26
https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/00346/2023/00/0/1&q=s%3d1%26rs%3d%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f03%2f2026%26fh%3d31%2f03%2f2026%26u%3d00%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
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Se incorpora la posibilidad de 
aplicar el límite conjunto para no 
residentes en el modelo de 
autoliquidación del ITSGF  

En sus sentencias de 29 de octubre y 3 de 
noviembre de 2025 (Newsletter de Tributario de 
noviembre de 2025), el Tribunal Supremo 
confirmó que los no residentes que tributan en 
España por obligación real en el Impuesto 
sobre el Patrimonio tienen derecho a aplicar el 
conocido como “límite conjunto renta-

patrimonio” previsto en el artículo 31.1 de la ley 
del impuesto. Posteriormente, en sus 
resoluciones de 18 de diciembre de 2025 
(4119/2025 y 5527/2025), el TEAC confirmó 
esta misma conclusión en relación con el 
Impuesto Temporal de Solidaridad de Grandes 
Fortunas (ITGSF). 

Mediante la Orden HAC/652/2026, de 26 de 
junio, publicada en el BOE de 29 de junio, se 
modifica el modelo 718 del ITSGF con el fin de 
incorporar este criterio. 

 

 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/0de76b0a987f8dd8a0a8778d75e36f0d/20251113
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1a58327ce997e6cfa0a8778d75e36f0d/20251113
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1a58327ce997e6cfa0a8778d75e36f0d/20251113
https://www.garrigues.com/sites/default/files/noticias/files/newsletter-tributario-noviembre-de-2025.pdf
https://www.garrigues.com/sites/default/files/noticias/files/newsletter-tributario-noviembre-de-2025.pdf
https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/04119/2025/00/0/1&q=s%3d1%26rs%3d00%26rn%3d04119%26ra%3d2025%26fd%3d18%2f12%2f2025%26fh%3d18%2f12%2f2025%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/05527/2025/00/0/1&q=s%3d1%26rs%3d00%26rn%3d05527%26ra%3d2025%26fd%3d18%2f12%2f2025%26fh%3d18%2f12%2f2025%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/29/pdfs/BOE-A-2026-14011.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/29/pdfs/BOE-A-2026-14011.pdf
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Impuestos indirectos                                                                  
y aranceles 

 
 

Los servicios de gestión de 
créditos hipotecarios prestados 
por el cedente al cesionario tras 
la venta de los préstamos no 
están exentos de IVA 

Tribunal General de la UE. Sentencia de 17 de 
junio de 2026, Asunto T-184/25. 

Se plantea si los servicios de gestión de 
créditos hipotecarios prestados por una entidad 
financiera (a cambio de una retribución) tras 
ceder dichos créditos a otra entidad del grupo, 
se pueden beneficiar de algunas de las 
exenciones de operaciones financieras 
previstas en el artículo 135, apartado 1, letras 
b), c) y d), de la Directiva de IVA. El Tribunal 
General concluye que no se puede aplicar 
ninguna de estas exenciones:  

a. La exención relativa a la concesión de 
créditos y su gestión por quien los 
concedió (letra b) no es aplicable porque 
dicha exención se refiere a la relación 
crediticia original entre prestamista y 
prestatario, desaparecida tras la cesión. 

b. Tampoco es aplicable la exención referida 
a la prestación de fianzas, cauciones y 
otras garantías (letra c), que no ampara la 
mera gestión de créditos, pues su 
aplicación privaría de efecto útil a la 
restricción de la letra b). 

c. No se aplica finalmente, tampoco, la 
exención general de operaciones relativas 
a créditos (letra d), dado que ésta exige 
una transmisión (efectiva o potencial) de la 
propiedad de fondos que los servicios de 
gestión no comportan.  

 

En consecuencia, dichos servicios están 
sujetos a IVA conforme a la regla general, sin 
que el principio de neutralidad fiscal permita un 
tratamiento diferenciado en función de que el 
prestador sea el cedente originario o un tercero. 

Las exclusiones del derecho a 
deducir el IVA soportado en 
relación con atenciones a 
clientes, asalariados o terceros 
son compatibles con la Directiva  

Tribunal Económico-Administrativo Central. 
Resolución de 24 de marzo de 2026 

El TEAC confirma la compatibilidad de las 
exclusiones del derecho a deducir el IVA de los 
apartados 4º y 5º del artículo 96.Uno de la Ley 
del IVA (referidas a atenciones a clientes, 
asalariados y terceros) con la Directiva 
2006/112/CE, al amparo de la cláusula de 
standstill de su artículo 176. Esta conclusión es 
conforme a lo establecido por el TJUE en su 
sentencia de 12 de marzo de 2026 (asunto C-
515/24, Randstad), en la que afirmó que, de 
acuerdo con dicho artículo 176, la Directiva no 
se opone a una norma que entró en vigor en la 
fecha de adhesión a la UE y que introdujo una 
exclusión del derecho a deducir el IVA 
soportado en las adquisiciones destinadas a 
estas atenciones. 

Por otro lado, confirma la no deducibilidad de 
las cuotas de IVA soportadas por una entidad 
dedicada a la fabricación y comercialización de 
bebidas por la adquisición de material 
publicitario en el punto de venta (PLV) pequeño 
y grande. En relación con el PLV pequeño 
(vasos, copas, servilletas, etc.) considera que 
no carece de valor comercial intrínseco, por lo 
que no tiene la condición de objeto publicitario 
a efectos del artículo 7.4.º de la Ley del IVA; y, 
en relación con el PLV grande (mesas, sillas y 
mobiliario de terraza), entiende que estamos 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:62025TJ0184
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:62025TJ0184
https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/08931/2023/00/0/1&q=s%3d1%26rs%3d%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f01%2f2026%26fh%3d08%2f06%2f2026%26u%3d%26n%3d02%3a07%3a01%3a00%3a00%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d1%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d1
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ante una operación gratuita independiente de la 
venta de bebidas, porque no se ha acreditado 
que exista una equivalencia con el volumen de 
ventas ni un compromiso asumido por los 
establecimientos a cambio de la cesión de los 
productos.  

Las instalaciones y la maquinaria 
afectas a una actividad industrial 
pueden tener la consideración de 
inmuebles a efectos del ITPyAJD, 
aunque no se transmita el terreno 
donde se ubican  

Tribunal Supremo. Sentencia de 12 de junio de 
2026 

El Tribunal Supremo analiza si determinadas 
instalaciones y elementos de maquinaria 
industrial se pueden calificar como inmuebles, 
a efectos de la modalidad de TPO del ITPyAJD, 
cuando su transmisión no comprende el terreno 
ni las edificaciones en las que se encuentran 
ubicados. El tribunal concluye que el artículo 3 
de la ley del impuesto contiene una regla 
especial de carácter objetivo que prevalece 
sobre la regulación general del Código Civil. 
Conforme a dicha regla, tienen la consideración 
de inmuebles las instalaciones permanentes 
afectas a una explotación económica, con 
independencia de quién sea el titular del suelo 
en el que se ubican. En consecuencia, la 
maquinaria e instalaciones integradas en una 
unidad productiva se pueden calificar como 
inmuebles a efectos del impuesto, aunque el 
terreno o las naves en las que se sitúan no sean 
propiedad del adquirente. 

 

 

 

 

 

 

La base imponible del AJD en las 
declaraciones de obra nueva no 
se actualiza con el tiempo  

Tribunal Supremo. Sentencia de 18 de mayo de 
2026) 

El Tribunal Supremo confirma que, en las 
escrituras de declaración de obra nueva, la 
base imponible del AJD está constituida por el 
valor real del coste de ejecución material de la 
obra, sin que sea relevante el tiempo 
transcurrido entre su construcción y el 
otorgamiento de la escritura pública. En 
particular, rechaza la posibilidad de aplicar 
coeficientes de actualización monetaria, 
índices correctores por antigüedad o 
coeficientes deflactores, incluso cuando hayan 
transcurrido largos periodos entre la ejecución 
de la obra y el devengo del impuesto. Para un 
análisis más detallado, se puede consultar la 
entrada en el Blog Tributario de Garrigues de 9 
de junio de 2026. 

La tasación hipotecaria no 
desvirtúa por sí sola el valor de 
referencia catastral como base 
imponible del ITPyAJD 

Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. 
Sentencia de 2 de febrero de 2026 

El tribunal recuerda que, conforme a la 
normativa del ITPyAJD, la base imponible en la 
compraventa de inmuebles es su valor de 
referencia previsto en la normativa reguladora 
del catastro inmobiliario, siempre que no supere 
el valor de mercado. El obligado tributario 
puede impugnar dicho valor de referencia y, en 
tal caso, la Administración tributaria deberá 
recabar un informe de la Dirección General del 
Catastro que corrija o ratifique dicho valor. Este 
informe es preceptivo y vinculante.  

Para desvirtuar el valor de referencia certificado 
por el Catastro se puede aportar cualquier 
medio de prueba admitido en derecho, pero no 
será suficiente una tasación hipotecaria que no 
contenga explicación sobre la discrepancia de 
valores, es decir, sobre el error que se ha 
podido cometer en la valoración del Catastro, o 
sobre los comparables utilizados. 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/459cce88332f0470a0a8778d75e36f0d/20260625
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/459cce88332f0470a0a8778d75e36f0d/20260625
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/138a19b64d6b7675a0a8778d75e36f0d/20260528
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/138a19b64d6b7675a0a8778d75e36f0d/20260528
https://blogtributario.garrigues.com/doctrina-jurisprudencia/tribunal-supremo-el-coste-de-la-obra-nueva-no-se-actualiza-a-efectos-del-impuesto-de-ajd-aunque-la-escritura-se-otorgue-anos-despues
https://blogtributario.garrigues.com/doctrina-jurisprudencia/tribunal-supremo-el-coste-de-la-obra-nueva-no-se-actualiza-a-efectos-del-impuesto-de-ajd-aunque-la-escritura-se-otorgue-anos-despues
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/773ed857ac97b67aa0a8778d75e36f0d/20260303
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Impuestos                                                                                           
locales 

 

 

Se dictan varias sentencias sobre 
la eficacia retroactiva de las 
nuevas ponencias de valores  

Tribunal Supremo. Sentencia de 2 de junio de 
2026. Tribunal Superior de Justicia de Castilla 
y León. Sentencia de 21 de abril de 2026 

El Tribunal Supremo ha concluido que, una vez 
anulada por sentencia firme la ponencia de 
valores de un inmueble y los valores catastrales 
individuales notificados en su aplicación, la 
Administración no puede, en ejecución de dicha 
sentencia y sin que en ella se prevea o autorice 
expresamente, aprobar otra ponencia de 
valores y notificar nuevos valores catastrales 
individualizados otorgándoles efectos 
retroactivos desde la fecha de aprobación de la 
ponencia de valores anulada. 

Por otro lado, el TSJ de Castilla y León ha 
concluido que la base imponible de la plusvalía 
municipal se podrá calcular considerando un 
valor catastral más favorable para el 
contribuyente derivado de una ponencia de 
valores aprobada después del devengo del 
impuesto, siempre que la anterior ponencia 
hubiera perdido su vigencia por no haber sido 
revisada en el plazo legal máximo de 10 años 
desde su entrada en vigor. 

Se aclara cómo distribuir el 
precio global satisfecho por la 
compra conjunta de varias fincas 
a efectos de la plusvalía 
municipal  

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. 
Sentencia de 31 de marzo de 2026 

Se analiza cómo calcular el valor de adquisición 
individualizado del terreno de varias fincas que 

fueron compradas de manera conjunta por un 
precio global, a efectos de determinar la base 
imponible de la plusvalía municipal derivada de 
la venta de cada una de ellas (o, incluso, la no 
sujeción al impuesto). Según el TSJ de 
Cataluña, el precio global de adquisición se 
puede distribuir de manera proporcional entre 
cada una de las fincas conforme a sus valores 
catastrales y, posteriormente, aplicar el 
coeficiente correspondiente al valor del suelo 
respecto del valor total de cada finca en la fecha 
del devengo del impuesto. 

Para el cálculo de la plusvalía 
municipal se debe atender, en 
principio, al valor que conste en 
el título de transmisión del 
terreno  

Dirección General de Tributos. Resolución 
V0792-26, de 9 de abril 

Según la DGT, para el cálculo de la base 
imponible de la plusvalía municipal conforme al 
método de estimación directa, o para 
determinar la no sujeción al impuesto, se debe 
atender, en principio, al valor que conste en el 
título que documente la transmisión. Si la 
Administración tributaria entiende que dicho 
valor no es de mercado, podrá considerar un 
valor diferente (por ejemplo, el valor de 
referencia determinado por el Catastro) tras el 
correspondiente procedimiento de 
comprobación de valores. En todo caso, se 
deberá justificar la opción por este otro valor 
distinto del que conste en el documento de la 
transmisión.  

 

 

https://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/9e99f5d0501d6b25a0a8778d75e36f0d/20260611
https://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/9e99f5d0501d6b25a0a8778d75e36f0d/20260611
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/6b7455338f245558a0a8778d75e36f0d/20260518
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/a09b1b712db92622a0a8778d75e36f0d/20260422
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0792-26
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0792-26
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Se modifica el plazo de ingreso 
en periodo voluntario de los 
recibos del IAE de 2026 relativos 
a las cuotas nacionales y 
provinciales  

El 26 de junio se ha publicado la resolución de 
10 de junio de 2026, del Departamento de 
Recaudación de la AEAT, por la que se 

modifica el plazo de ingreso en periodo 
voluntario de los recibos del IAE del ejercicio 
2026 relativos a las cuotas nacionales y 
provinciales y se establece el lugar de pago de 
dichas cuotas.  El referido plazo se fija en el 
período comprendido entre el 16 de septiembre 
y el 20 de noviembre de 2026, ambos inclusive. 

 

 

https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/26/pdfs/BOE-A-2026-13930.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/26/pdfs/BOE-A-2026-13930.pdf
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Otras                                                                                                 
novedades 

 

 

Se adoptan medidas tributarias 
por la crisis de Oriente Medio  

El 30 de junio se ha publicado el Real Decreto-
ley 18/2026 de 29 de junio, por el que se 
adoptan determinadas medidas en el marco del 
Plan Integral de Respuesta a la Crisis en 
Oriente Medio. En la misma fecha se ha 

publicado el Decreto-ley 4/2026, de 29 de 
junio, que adopta también medidas con 
similares objetivos en Canarias. 

En nuestra publicación de la misma fecha se 
repasan las novedades tributarias de ambas 
normas.  

https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/30/pdfs/BOE-A-2026-14112.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/06/30/pdfs/BOE-A-2026-14112.pdf
https://www.gobiernodecanarias.org/boc/2026/130/2257.html
https://www.gobiernodecanarias.org/boc/2026/130/2257.html
https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/prorrogan-reducen-efectos-medidas-tributarias-adoptadas-respuesta-crisis-oriente-medio
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